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DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / GUÍA SANITARIA DE MOVILIZACIÓN INTERNA DE ANIMALES / OBJETO Y FUNCIONES DEL INSTITUTO COLOMBIANO AGROPECUARIO – ICA / REVOCATORIA UNILATERAL DE ACTOS ADMINISTRATIVOS DE CARÁCTER PARTICULAR Y CONCRETO / REQUIERE AUTORIZACIÓN DEL TITULAR.
Una de las características de éste mecanismo de protección excepcional, es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, que sólo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa, o cuando, existiendo, se la utiliza como mecanismo transitorio de aplicación inmediata, para evitar un perjuicio irremediable.
Establece el Decreto 4765 de 2018 “por el cual se modifica la estructura del Instituto Colombiano Agropecuario, ICA, y se dictan otras disposiciones”, en el artículo 5º que objeto de esta entidad consiste en “contribuir al desarrollo sostenido del sector agropecuario, pesquero y acuícola, mediante la prevención, vigilancia y control de los riesgos sanitarios, biológicos y químicos para las especies animales y vegetales, la investigación aplicada y la administración, investigación y ordenamiento de los recursos pesqueros y acuícolas…”
En cumplimiento de tales funciones, el Instituto Colombiano Agropecuario, como mecanismo de control diseñó las Guías Sanitarias de Movilización Interna –GSMI-, definidas por la entidad como un “instrumento sanitario de control epidemiológico que se expide para un grupo de animales a movilizar, basado en las condiciones sanitarias de los animales existentes en el predio, en un momento y lugar específico respecto a su destino”…
El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador. (…)

… la Sala de Casación Laboral, en la sentencia SLSTL5151-2019, de 10 de abril de 2019, con ponencia del Magistrado Gerardo Botero Zuluaga, precisa que es violatorio del debido proceso, revocar unilateralmente los actos administrativos de carácter particular y concreto, pues se requiere del consentimiento del titular.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintiocho de octubre de dos mil diecinueve 
Acta N°       de 28 de octubre de 2019
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por JORGE ENRIQUE ESCOBAR SIERRA, contra la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el día 11 de septiembre de 2019, dentro del trámite de la Acción de Tutela que le promueve al INSTITUTO COLOMBIANO AGROPECUARIO –ICA-.
ANTECEDENTES

Informa el señor Escobar Sierra que desde hace 36 años es propietario y poseedor de dos propiedades, una denominado “La Secreta”, ubicada en las veredas “Mundo Nuevo” y “Tribunas Córcega” y la otra “Santa Clara” que se localiza en la vereda “Morelia el Frescate”; que en esos dos fundos pasta ganado de su propiedad, respecto del que ha ejercido todas las actividades tendientes al buen manejo y venta ante el Instituto Colombiano Agropecuario; que el día 8 de mayo de 2019 el señor William Alberto Escobar Sierra solicitó a esta entidad que bloqueara la expedición de licencias para movilizar ganado o guías sanitarias de dichos predios, a lo que accedió, haciendo además entrega de los inventarios de pantalla, información privada y confidencial, decisión que ni siquiera le fue comunicada, pues solo cuando solicitó las Guías Sanitarias de Movilización Interna –GSMI- y le fueron negadas, se enteró de medida impuesta en su contra, lo cual pone de manifiesto la violación de sus derechos fundamentales.
Refiere que las funciones del ICA son de control y prevención sanitaria y en ese contexto no tiene fundamento jurídico alguno el bloqueo del que es víctima por parte de la entidad, ya que no hay registro que en sus propiedades se haya reportado alguna enfermedad o epidemia.

Precisa que formuló derecho de petición para que, entre otras peticiones, fuera desbloqueado, solicitud que fue atendida favorablemente, pero con posterioridad y ante el requerimiento de los señores William Alberto y Alba Lucía Escobar Sierra, nuevamente fue activada la medida, sin que mediara orden de autoridad competente, lo cual se constituye en una extralimitación de funciones  y un abuso del derecho, al paso que es una actuación que atenta contra su derecho fundamental al trabajo, pues de la ganadería deriva su sustento y él de su familia.
Por lo anterior es que solicita la protección de tal garantía constitucional y como consecuencia se ordene a la entidad accionada cancelar el boqueo ordenado en sus predios. 

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela fue admitida por al Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas por auto de fecha 29 de agosto de 2019, providencia en la que se concedió a la entidad accionada el término de dos (2) días para que ejercieran su legítimo derecho de defensa.
En comunicación de fecha 3 de septiembre de 2019 el Instituto Colombiano Agropecuario dio respuesta a la acción señalando que el actor no era el único propietario de los predios “La Secreta” y “Santa Clara” y de las 140 cabezas de ganado que se registran en la sucesión del causante Heriberto Escobar Peláez, pues también tienen esa calidad los hermanos del actor; que dichos bovinos se encuentran registrados a nombre del accionante, quien también estaba autorizado ante la entidad para solicitar la expedición de las Guías Sanitarias de Movilización Interna –GSMI- en representación de su fallecido padre, hecho este que no fue reportado, por lo que venía actuando sin aval alguno.
Informa que, de acuerdo con lo anterior, le fue solicitado al señor Escobar Sierra la autorización de todos los herederos para solicitar la expedición de las GSMI, documento que no ha radicado hasta el momento.

Refiere también que las GSMI son instrumentos de control sanitario para la movilización de animales teniendo en cuenta condiciones sanitarias favorables del lugar de origen y del destino o productos que se van a movilizar, los cuales son expedidos por el ICA para prevenir la difusión de enfermedades o epidemias.

Indica que hasta el 20 de junio de 2019 la entidad no tenía conocimiento que los semovientes que se encontraban registrados a nombre del señor Jorge Enrique Escobar Sierra, eran parte del proceso de sucesión, razón por la cual procedió a dar relación del inventario de animales, en atención a la intervención de los William y Alba Lucía Escobar Sierra en procura de salvaguardar los intereses económicos de éstos.

Respecto a la procedencia de la acción de tutela para solicitar el levantamiento del bloqueo impuesto al actor para movilización de ganado, señaló que los actos administrativos están sujetos al control jurisdiccional, por lo tanto el actor debe acudir a los mecanismos ordinarios de defensa judicial,  dado que en este caso no se perciben acreditados los presupuestos para avalar la intervención del juez de tutela, ya que no se encargó de demostrar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, la afectación al mínimo vital y el derecho al trabajo.
Llegado el día de fallo, el juez de la instancia negó la protección reclamada al evidenciar que el actor no era el único propietario del ganado y de los predios en los que estos se encuentran ubicados, por lo tanto, conforme la normatividad que regula el asunto, el actor requiere de la cédula del propietario de los animales para solicitar la expedición de las guías de sanitarias de movilización interna, documento que no ha entregado a la entidad, razón por la cual el Instituto Colombiano Agropecuario, no dio la autorización para la movilización de los bovinos que requiere el promotor de la acción.
También indicó el funcionario que, en todo caso, si el señor Jorge Enrique Escobar Sierra no está de acuerdo con la decisión del ICA, tiene la posibilidad de acudir ante la jurisdicción contenciosa administrativa para solicitar la nulidad y restablecimiento del derecho, actuación que no se ha surtido hasta ahora y el que no se puede desconocer, máxime cuando no se acreditó la existencia de un perjuicio irremediable, ni la afectación del derecho al trabajo y al mínimo vital, toda vez que quedó demostrado en el plenario que el peticionario tiene ingresos por otras actividades y es propietario de bienes con los cuales puede generarse su autosostenimiento.
Inconforme con lo decidido, el actor impugnó la decisión precisando que el ICA no es la entidad encargada de salvaguardar el patrimonio de las personas, ni de intervenir en conflictos de esa naturaleza, pues su función es la de velar por la sanidad agropecuaria del país; que no existe acto administrativo debidamente motivado en el que se haya dispuesto la negativa a expedir las GSMI, por lo tanto, la actuación de la accionada deviene ilegal y arbitraría pues solo medió la solicitud de sus hermanos para que la entidad procediera con el bloqueo, lo cual es vulneratorio del debido proceso.
Refiere que todo el ganado que pasta en las Fincas “La Secreta y “Santa Clara” es de su propiedad y por esa razón se encuentran registrados a su nombre, hecho que no puede desconocer la accionada, como tampoco que las situaciones y negociaciones al interior de su familia no le incumben y si, producto de acuerdos entre él y sus hermanos se genera un incumplimiento, deben acudir ante la autoridad judicial competente, pero de ningún modo pueden acudir a maniobras ilegales para sabotear su actividad ganadera de la cual deriva su sustento y el de su familia por más de 30 años y mucho menos cuando ha cumplido con los requisitos sanitarios exigidos por la ley.

Es por todo lo anterior que solicita se revoque la decisión y se acceda al amparo pretendido

CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿Puede el Instituto Colombiano Agropecuario negar la expedición de guías sanitarias de movilización interna de ganado, por existir controversia en la titularidad de los semovientes?
¿Puede el Instituto Colombiano Agropecuario revocar los actos administrativos de carácter particular y concreto sin la autorización del titular?

Antes de entrar a revolver el interrogante formulado, es preciso anotar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

Una de las características de éste mecanismo de protección excepcional, es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, que sólo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa, o cuando, existiendo, se la utiliza como mecanismo transitorio de aplicación inmediata, para evitar un perjuicio irremediable.

Frente a la procedencia de la acción de tutela, la Corte Constitucional, en la sentencia T-013-18, expuso lo siguiente:

“La acción de tutela fue concebida como un mecanismo de protección inmediato, oportuno y adecuado para las garantías fundamentales, frente a situaciones de amenaza o vulneración, por la acción u omisión de las autoridades públicas o, de los particulares en casos excepcionales. De lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto Ley 2591 de 1991 se ha considerado, pacíficamente, por esta Corte, que son requisitos para la procedencia o estudio de fondo de la acción de tutela la acreditación de i) la legitimación en la causa, ii) un ejercicio oportuno (inmediatez) y iii) un carácter subsidiario respecto de otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se trate de un supuesto de perjuicio irremediable, o cuando existiendo, dichos medios carezcan de idoneidad y eficacia para proteger los derechos fundamentales en cada caso”. 

2. DE LAS FUNCIONES DEL INSTITUTO COLOMBIANO AGROPECUARIO

Establece el Decreto 4765 de 2018 “por el cual se modifica la estructura del Instituto Colombiano Agropecuario, ICA, y se dictan otras disposiciones”, en el artículo 5º que objeto de esta entidad consiste en “contribuir al desarrollo sostenido del sector agropecuario, pesquero y acuícola, mediante la prevención, vigilancia y control de los riesgos sanitarios, biológicos y químicos para las especies animales y vegetales, la investigación aplicada y la administración, investigación y ordenamiento de los recursos pesqueros y acuícolas, con el fin de proteger la salud de las personas, los animales y las plantas y asegurar las condiciones del comercio” (negrilla para resaltar)
Dentro de sus funciones generales el artículo 6º ibídem señala las siguientes:

“1.  Asesorar al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural en la formulación de la política y los planes de desarrollo agropecuario, y en la prevención de riesgos sanitarios y fitosanitarios, biológicos y químicos para las especies animales y vegetales.
2. Planificar y ejecutar acciones para proteger la producción agropecuaria de plagas y en​fermedades que afecten o puedan afectar las especies animales o vegetales del país o asociarse para los mismos fines.
3. Ejercer el control técnico sobre las importaciones de insumos destinados a la actividad agropecuaria, así como de animales, vegetales y productos de origen animal y vegetal, a fin de prevenir la introducción de enfermedades y plagas que puedan afectar la agricultura y la gana​dería del país, y certificar la calidad sanitaria y fitosanitaria de las exportaciones, cuando así lo exija el país importador.
4. Ejercer el control técnico de la producción y comercialización de los insumos agropecua​rios, material genético animal y semillas para siembra, con el fin de prevenir riesgos que puedan afectar la sanidad agropecuaria y la inocuidad de los alimentos en la producción primaria. 

5. Ejercer las funciones previstas en las normas vigentes como autoridad nacional competente para aplicar el régimen de protección a las variedades vegetales. 

6. Adoptar, de acuerdo con la ley, las Medidas Sanitarias y Fitosanitarias que sean nece​sarias para hacer efectivo el control de la sanidad animal y vegetal y la prevención de riesgos biológicos y químicos.
7. Coordinar la realización de acciones conjuntas con el sector agropecuario, autoridades civiles y militares y el público en general, relacionadas con las campañas de prevención, con​trol, erradicación y manejo de plagas y enfermedades de importancia cuarentenaria o de interés económico nacional o local, para mantener y mejorar el estatus de la producción agropecuaria del país, y en general para cumplir con el objeto del Instituto.
8. Procurar la preservación y el correcto aprovechamiento de los recursos genéticos vegetales y animales del país, en el marco de sus competencias. 

9. Administrar el Fondo Nacional de Emergencia Sanitaria y Fitosanitaria.
10. Fijar las tasas y tarifas por los servicios que preste directa o indirectamente, de confor​midad con los procedimientos que fije la ley. 

11. Promover y financiar la capacitación de personal para su propio servicio o del de las entidades con las cuales se asocie o celebre convenio.
12. Financiar y contratar la ejecución de los programas de investigación de transferencia y tecnología que sean aprobados por el Consejo Directivo del ICA para cumplir el Plan Nacional de Investigación y Transferencia de Tecnología Agropecuaria adoptado por el Consejo del Programa Nacional de Ciencia y Tecnología Agropecuarias, o asociarse para el mismo fin.
13. Propiciar los convenios de cooperación técnica nacional e internacional en las áreas de investigación y transferencia de tecnología y de protección a la producción agropecuaria.
14. Autorizar personas jurídicas del sector oficial o particular para el ejercicio de actividades relacionadas con la Sanidad Animal, la Sanidad Vegetal y el Control Técnico de los Insumos Agropecuarios, dentro de las normas y procedimientos que se establezcan para el efecto.
19. Conceder, suspender o cancelar licencias, registros, permisos de funcionamiento, comercialización, movilización, importación o exportación de animales, plantas, insumos, productos y subproductos agropecuarios, directamente o a través de los entes territoriales o de terceros, en los asuntos propios de su competencia.
21. Orientar la gestión de recursos de asistencia técnica y cooperación internacional en materia de sanidad agropecuaria y de administración de los recursos pesqueros y acuícolas y representar al país en los foros y ante organismos internacionales en cumplimiento de su objeto.
22. Disponer las medidas necesarias para el cumplimiento, seguimiento y evaluación de la política, estrategias, planes y gestión del Instituto.
23. Las demás funciones que le impongan la ley o el Gobierno Nacional.
 Parágrafo 1°. Para el cumplimiento de las funciones del Instituto, asignadas en el presente decreto, este podrá ejercer sus actividades directamente o por intermedio de personas jurídicas oficiales o particulares, mediante delegación, contratación o convenios.
Parágrafo 2°. Las decisiones administrativas y las medidas de prevención sanitaria, de control de insumos o de administración de los recursos pesqueros y acuícolas que el Instituto, expida o adopte se dirigirán exclusivamente a velar por la seguridad colectiva de la producción agrícola y pecuaria, sin atender a situaciones particulares o subjetivas.
Parágrafo 3°. El Instituto podrá asesorar a las entidades del Sistema Nacional de Crédito Agropecuario, pero no asumirá funciones de vigilancia ni supervisión dentro del mismo. Tampoco le corresponde inscribir asistentes técnicos ni áreas sembradas para los efectos de dicho Sistema”.
En cumplimiento de tales funciones, el Instituto Colombiano Agropecuario, como mecanismo de control diseñó las Guías Sanitarias de Movilización Interna –GSMI-, definidas por la entidad como un “instrumento sanitario de control epidemiológico que se expide para un grupo de animales a movilizar, basado en las condiciones sanitarias de los animales existentes en el predio, en un momento y lugar específico respecto a su destino”, señalando además que “estas condiciones son la base para la autorización y permiten al ICA intervenir de manera oportuna para prevenir, controlar y erradicar las enfermedades y la ocurrencia de epidemias”
.

Como requisitos para la expedición de tales guías, la entidad ha establecidos los siguientes:

- Diligenciar la solicitud, la cual debe ser realizada directamente por el propietario de los animales, si el propietario no está presente el autorizado debe tener un poder especial que lo faculte para realizar la solicitud, este poder debe contener el texto específico sobre el "poder para solicitud del usuario de SIGMA en línea".
- Diligenciar de forma completa el documento Acta de entrega usuario y clave SIGMA en línea.

-Tener el predio registrado y actualizado en el ICA (Código de registro y documentos) en el sistema SIGMA.

-Tener los requisitos sanitarios al día, los trámites sanitarios se siguen realizando en los Puntos de Servicio al Ganadero (PSG).
3. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales. Así, en la Sentencia T-023 de 2018, esta Corporación sostuvo:
“En efecto, esta Corporación ha sostenido que el derecho al debido proceso administrativo se entiende vulnerado cuando las autoridades públicas, en ejercicio de la función administrativa, no siguen estrictamente los actos y procedimientos establecidos en la ley para la adopción de sus decisiones y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados”.

4. DE LA REVOCATORIA DE LOS ACTOS DE CARÁCTER PARTICULAR Y CONCRETO.

El artículo 97 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, establece que: 

“Cuando un acto administrativo, bien sea expreso o ficto, haya creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y concreto o reconocido un derecho de igual categoría, no podrá ser revocado sin el consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo titular.

Si el titular niega su consentimiento y la autoridad considera que el acto es contrario a la Constitución o a la ley, deberá demandarlo ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.

Si la Administración considera que el acto ocurrió por medios ilegales o fraudulentos lo demandará sin acudir al procedimiento previo de conciliación y solicitará al juez su suspensión provisional.”
Al respecto, la Sala de Casación Laboral, en la sentencia SLSTL5151-2019, de 10 de abril de 2019, con ponencia del Magistrado Gerardo Botero Zuluaga, precisa que es violatorio del debido proceso, revocar unilateralmente los actos administrativos de carácter particular y concreto, pues se requiere del consentimiento del titular.  Así lo dijo la Corporación en esa oportunidad.

“Empero, en este caso, se observa un menoscabo del derecho al debido proceso del actor, puesto que, pese a que se le había reconocido una pensión de vejez por aportes, y la cual venía siendo cancelada mensualmente, la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social –UGPP-, en virtud de la expedición de una resolución que daba cumplimiento a un fallo judicial, proferido a favor de aquel, y a través del que se le otorgó el derecho a la pensión de restringida de jubilación,  procedió en el mes de agosto de 2018, a suspender el pago de la primera asignación, sin notificar dicha decisión al actor, en aras de que pudiese ejercer el derecho a la defensa, a través del ejercicio de los recursos de la vía gubernativa y, de ser necesario, las acciones pertinentes ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.

En este orden, el proceder de la accionada al suspender unilateralmente el pago de la prestación  reconocida al accionante, sin notificarle previamente un acto administrativo motivado, contra el cual pudiese ejercer el derecho de contradicción, constituye una clara vulneración de la garantía constitucional al debido proceso administrativo, consagrado en el artículo 29 superior, prerrogativa que hace referencia al conjunto de reglas sustantivas y procesales que impone el ordenamiento, a las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones, en procura de salvaguardar los derechos de los administrados”. 

4. CASO CONCRETO
En el presente asunto, el actor se duele de la actuación del Instituto Colombiano Agropecuario al negarse a expedir las guías sanitarias de movilización interna –GSMI-, sin ningún fundamento jurídico, lo cual le genera un perjuicio irremediable en tanto que le impide la ejecución de la actividad económica del cual deriva su sustento y de su núcleo familiar.
La entidad accionada por su parte alega la ilegitimidad del actor para solicitar la expedición de tal instrumento con miras a movilizar ganado dentro del territorio nacional.

Lo primero que debe decirse, es que la misma entidad reconoce que  los animales que reposan en los predios “SANTA CLARA” y “LA SECRETA”, de acuerdo con la plataforma SIGMA se encuentran a nombre del señor Jorge Enrique Escobar Sierra, como propietario y autorizado del señor Heriberto Escobar Peláez.  Así mismo, en comunicación de fecha 20 de junio de 2019 –fl 05-, la entidad reconoce que los animales de dicho fundos están registrados a nombre del señor Jorge Enrique Escobar Sierra, a quien le han sido expedidas las Guías de Sanitarias de Movilización Interna, hasta el pasado 8 de agosto de 2019.

Cabe indicar que el bloqueo de la expedición de tales instrumentos, se presentó inicialmente a petición de los señores Alba Lucía y William Alberto Escobar Sierra, teniendo como soporte para su solicitud el proceso de sucesión en el que se dejó constancia en la partida octava de la escritura pública 2.209 de 1º de octubre de 2018 –fl 51 a 66- que 140 cabezas de ganado, avaluadas en $38.400.000, hacían parte de los bienes a repartir en partes iguales entre los herederos; no obstante, una vez la entidad verificó que los bovinos se encontraban registrados a nombre del señor Escobar Sierra, procedió a cancelar el bloqueo –fl 05-.
En ese sentido, de acuerdo a cómo se presentaron los hechos de la acción, no entiende la Sala que llevó al Instituto Colombiano Agropecuario a volver a bloquear los predios “SANTA CLARA”  y “LA SECRETA”, si la situación no ha variado de manera alguna desde que se solicitó el primer bloqueo y posteriormente se levantó.

Sin embargo, al margen de esa actuación, observa la Sala que la defensa de la entidad radica en la pérdida patrimonial que pueden sufrir los señores William Alberto y Alba Lucía Escobar Sierra, lo que no es de su competencia, pues ya se citó con anterioridad  sus funciones están relacionadas con el control y prevención sanitaria en el agro y la ganadería colombianos, más no está llamada a velar por los bienes y recursos de las personas, ya que para ello fueron encargadas otras autoridades, al igual que la administración de justicia y están previstos los medios ordinarios de defensa judicial a los cuales pueden acudir los quejosos, si no se está dando cumplimiento el proceso de sucesión adelantado ante la Notaría Primera del Círculo de Pereira.  El bloqueo para la expedición de GSMI, no puede, de ningún modo convertirse en una medida cautelar tendiente a proteger el patrimonio de los ciudadanos, pues no es una herramienta concebida para ello.
Preciso es señalar que el señor Jorge Enrique Escobar Sierra, en la plataforma de la entidad aparece a la par con el señor Heriberto Escobar Peláez y Clara Inés Escobar como propietarios de predios y de animales, siendo facultado aquél por el señor Heriberto Escobar Sierra  -fl 39- y en tal virtud éste venía actuando en su representación con la aprobación y autorización del ICA. 
En ese entendido entonces, si la entidad, a raíz de la solicitud de los señores William Alberto y Alba Lucía Escobar Sierra, concebía bloquear los predios antes referidos y negar la expedición de GSMI, debió contar con el consentimiento del actor, pues de lo contrario no podía revocar el acto que creó la situación jurídica concreta previamente descrita.  Nótese que en este caso ni siquiera se abrió trámite administrativo alguno en torno a la petición, pues solo bastó el pronunciamiento de los hermanos del promotor de la litis para la el ICA procediera a bloquear al accionante.
En el anterior orden de ideas, palmaria resulta la vulneración del derecho al debido proceso del señor Jorge Enrique Escobar Sierra, por lo tanto la sentencia de primer grado será revocada para proceder con su amparo y como consecuencia se ordenará al Instituto Colombiano Agropecuario, a través Luis Alberto Hincapié Hincapié Gerente Seccional Risaralda (E), para que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación que se le haga de la presente providencia proceda a i) desbloquear los predios “Santa Clara” y “La Secreta”, ii) autorizar las GSMI, solicitadas por el actor, si reúne los requisitos sanitarios para la movilización de bovinos y iii) adelantar el trámite administrativo que corresponda con ocasión a la petición elevada por los señores William Alberto y Alba Lucía Escobar Sierra.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, el día 11 de septiembre de 2019.
SEGUNDO: TUTELAR  el derecho fundamental al debido proceso del cual es titular el señor JORGE ENRIQUE ESCOBAR SIERRA.

TERECERO: ORDENAR al Instituto Colombiano Agropecuario, a través Luis Alberto Hincapié Hincapié Gerente Seccional Risaralda (E) que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación que se haga de la presente providencia,  proceda a: i) desbloquear los predios “Santa Clara” y “La Secreta”, ii) autorizar las GSMI, solicitadas por el actor, si reúne los requisitos sanitarios para la movilizar bovinos y iii) adelantar el trámite administrativo que corresponda con ocasión de la petición elevada por los señores William Alberto y Alba Lucía Escobar Sierra.

CUARTO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
QUINTO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
� www.ica.gov.co/servicios_linea/sigma.
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